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Introducción

La dualidad de la Carta Política en relación con el modelo económico colom-
biano ha permitido que los gobiernos de turno desarrollen sus acciones de 
forma coherente con las tendencias mundiales que actualmente pregonan la 
desregulación y la liberación de los mercados, en un entorno de crecimiento 
macroeconómico globalizado. Esta tendencia, que es conocida de manera 
general como neoliberalismo, pone en aprietos los postulados del Estado so-
cial de derecho que exigen una intervención activa del aparato estatal y para 
ello se demandan importantes recursos públicos en favor de las personas de 
menos ingresos.

El modelo neoliberal, que se viene dando en la práctica, conlleva una serie 
de acciones como la ©exibilización laboral, la privatización de ciertos servicios, 
la desregulación y la libertad de mercados, entre otros. Por lo anterior y por 
otras múltiples razones que podrían vincularse con asuntos de gobernabilidad, 
se produce ausencia o retiro del Estado, dejando vacíos que deben ser llenados 
desde la sociedad civil misma, buscando con ello generar oportunidades de 
progreso colectivo a sus más próximos. Es ahí donde el sector solidario se la 
juega por suplir, o mejor aún, por complementar la acción pública. El cons-
tituyente de 1991 fue consciente de la importancia suprema de ese rol y por 
ello quiso darle un estatus especial.

Dentro de ese panorama, el presente trabajo pretende exponer algunas 
ideas respecto a si el Estado colombiano ha desarrollado mecanismos efectivos 
de intervención que garanticen la promoción, protección y fortalecimiento 
de las formas solidarias, partiendo del respeto al principio de autonomía, au-
todeterminación y autogobierno en que ellas se fundan y en cumplimiento 
de lo ordenado por los artículos: 58 de la Constitución Política que señala 
que “El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de 
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propiedad” y 333 que indica que “El Estado fortalecerá las organizaciones 
solidarias y estimulará el desarrollo empresarial”.

Esta investigación también pretende determinar cuáles son los instru-
mentos de intervención del Estado en la economía solidaria, pero especial-
mente analizar la efectividad de los mismos frente al mandato constitucional 
sobre promoción, protección y fortalecimiento de estas organizaciones.

Sobre este asunto se puede suponer, a manera de hipótesis, que tal inter-
vención hasta el momento no ha sido idónea para lograr el cometido consti-
tucional, puesto que si bien es cierto que existe un andamiaje administrativo 
del nivel central encargado de formular la política pública para el sector y de 
ejercer la supervisión de las organizaciones y de sus actividades, él no resulta 
su¨ciente para atenderlas en todo el ámbito nacional. 

Otro aspecto que ha de considerarse, es que no hay una de¨nición clara 
de las organizaciones del sector ni una asignación especí¨ca de algunos ins-
trumentos de fomento en cabeza de una sola autoridad, ya sea por la tipolo-
gía o por la actividad que desempeñan, lo cual di¨culta lograr los ¨nes de la 
intervención. 

Con tal propósito, el libro se estructura en cinco capítulos. En el primero 
se estudian, desde la óptica económica y política, los principios de igualdad y 
libertad como fundamentos de la actividad interventora del Estado y se pre-
senta el escenario de convergencia de éstos para edi¨car la teoría del Estado 
social de derecho. 

En el segundo se de¨ne y caracteriza el modelo económico colombia-
no describiendo cómo es el proceso de intervención del Estado en nuestra 
economía, cuáles son sus fundamentos y sus ̈ nes, y qué hace cada una de las 
estructuras constitucionales frente a la dinámica económica a través de los 
diferentes instrumentos. 

El tercer capítulo presenta el sector solidario, en su concepción histó-
rica, ¨nalística y orgánica. Caracterizarlo no es una tarea fácil ya que ni la 
legislación ni la doctrina han logrado ponerse de acuerdo en los alcances de 
éste como algo más amplio que la simple economía solidaria, o que el sector 
asociativo no lucrativo. Lo cierto es que éste posee una racionalidad que tras-
ciende lo económico y se constituye en generador de capital social, permitien-
do a¨rmar que la intervención estatal en este campo tiene unos contenidos, 
instrumentos y ¨nes especí¨cos y particulares. 
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A su turno, el cuarto capítulo describe de manera general dos modelos de 
intervención en el sector: el modelo fuerte, de barreras de entrada y de control, 
que se aplica a las cooperativas de trabajo asociado, CTA, y a las que ejercen 
actividad de ahorro y crédito y ¨nanciera, lo cual se justi¨ca por ejemplo en 
las CTA en la medida en que se han venido pervirtiendo los ¨nes sociales 
en detrimento de los derechos de los trabajadores. Por otro lado se presenta 
el modelo de intervención ligera que se aplica a las fundaciones, corporacio-
nes y asociaciones. Éste es demasiado ©exible, al punto que también ha sido 
empleado de manera inadecuada con ¨nalidades totalmente contrarias a la 
¨losofía de estas organizaciones. 

El quinto capítulo analiza cómo se aplican instrumentos tales como la 
tributación, la planeación y el accionar legislativo. Para dar cuenta de este úl-
timo aspecto se hace un recuento de los principales elementos que contienen 
los proyectos de ley que se han presentado ante el Congreso de República 
intentando en principio reorganizar el sector. Si bien es cierto que ellos po-
seen herramientas valiosas de intervención y desregularización que podrían 
funcionar, aún falta enriquecerlos a partir de debates académicos que cues-
tionen su pertenencia y la función de regulación de los mercados en los que 
se desarrollan sus propósitos.

El presente trabajo corresponde al producto de una investigación realiza-
da para optar al título de Magíster en Derecho Administrativo en la Univer-
sidad del Rosario, motivo por el cual en éste se pone acento en los medios de 
acción de la Administración Pública para llevar a cabo la intervención, dentro 
de un marco de ̈ nalidades y propósitos públicos previamente establecido; sin 
olvidar que el legislativo también colabora en la de¨nición general de esos dis-
positivos, y que los jueces están instituidos para hacer efectivas tales garantías.

También recoge la experiencia del autor en estos temas habiéndose des-
empeñado como jefe jurídico del Dansocial y como asesor de entidades del 
sector, desde donde pudo percibir de primera mano la problemática concreta 
en todo el territorio nacional. Este conocimiento ha sido contrastado entonces 
con diferentes fuentes documentales provenientes de diversos campos tales 
como la sociología, el derecho, la economía y la ciencia política, complemen-
tado además con la legislación, la jurisprudencia y los proyectos de ley que se 
han elaborado. 

Infortunadamente hasta antes de este trabajo, no se había realizado un 
estudio sistemático del sector desde la perspectiva aquí propuesta, razón por 
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la cual la recolección de la información no fue una tarea fácil, más aún al ser 
escasas las fuentes que se pueden hallar. Al respecto son pocos los autores que 
han incursionado en este campo, destacándose publicaciones de la Universidad 
Cooperativa y de la Javeriana. Algo parecido ocurre con los datos y cifras que 
hasta ahora empiezan a ponerse a disposición de los ciudadanos por parte de 
entidades públicas y privadas, sin que exista una memoria que permita saber 
cómo ha evolucionado éste en el transcurso del tiempo. 

Si bien es cierto que existen obras publicadas sobre cooperativismo y eco-
nomía solidaria, ninguna se ha atrevido a desa¨ar lo establecido en cuanto a 
tipología y clasi¨cación de organizaciones, ni se han hecho críticas orientadas 
a cuestionar el papel tradicional del Estado frente a éstas. Tampoco se en-
cuentran estudios que logren explicar, dentro del contexto criollo, el porqué el 
sector solidario no ha logrado avanzar en la consecución de los ̈ nes que están 
establecidos en la Constitución misma, ni ha habido un desarrollo acelerado 
que contribuya al crecimiento social y económico del país. 

El texto identi¨ca de manera precisa los instrumentos de intervención 
del Estado colombiano en el sector, permitiendo que en el futuro se realicen 
nuevas investigaciones de carácter interdisciplinar que profundicen en aspec-
tos económicos, sociales y políticos, y puedan tender puentes de análisis entre 
el derecho y las políticas públicas. 

Se espera entonces que esta obra contribuya al debate público y a la cons-
trucción de un sector solidario activo, transparente y coordinado, que trabaje 
de la mano con las comunidades más necesitadas, y con un Estado que incide 
en sus procesos en el grado correcto y necesario, para dar paso a un progreso 
colectivo justo y sustentable. 
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1. Las garantías de igualdad y libertad como 
fundamentos de la actividad interventora del 
Estado en las actividades de los particulares

1.1 Presentación del capítulo
Las garantías de la libertad y de la igualdad han estado históricamente en-
frentadas generando tensiones ideológicas. Tratando de aliviarlas, ̈ lósofos y 
doctrinantes han propuesto modelos de pensamiento, en cuyos núcleos siem-
pre ha permanecido la discusión sobre el respeto al derecho de propiedad y a 
la necesidad de que el aparato estatal incida o no en los procesos económicos 
de los individuos, dependiendo de la ponderación e importancia que se le dé 
a cada una de éstas. 

En este capítulo se presenta, de manera general, el marco constitucional 
colombiano de esas prerrogativas a partir de la interpretación que la Corte 
Constitucional colombiana ha hecho en relación con su defensa. De igual 
manera se desarrolla la idea de que el Estado, con base en un mandato cons-
titucional, interviene o no en las actividades de los particulares, o adopta una 
posición intermedia; de tal suerte que una Constitución igualitarista genera-
rá un Estado socialista de corte inminentemente intervencionista, mientras 
que una Constitución fundada en la libertad dará pie a un Estado liberal de 
derecho en el que éste no incide, o lo hace poco, en la esfera privada. 

1.2 El Estado como garante de la libertad y su intervención 
mínima en la esfera privada

1.2.1 Enfoque constitucional 
A continuación se presenta un recuento de los enfoques e interpretaciones que 
la Corte Constitucional colombiana ha realizado en relación con la libertad, 
como derecho o como garantía: 

1
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•	 La cláusula de libertad
Un primer límite a las libertades de los ciudadanos lo constituye el derecho 
como sistema normativo. La Corte Constitucional ha reconocido que ésta es 
la única alternativa de vida civilizada y que además es el instrumento con que 
cuenta el Estado para promover la integración social, satisfacer las necesidades 
colectivas, establecer pautas de comportamiento y decidir los con©ictos que 
se presentan en el interior de la sociedad.1 Esta interferencia, que el derecho 
ejerce sobre el actuar humano, propende al mantenimiento de un orden social 
y está mediada por las convicciones ̈ losó¨cas, políticas y sociales imperantes 
en cada época que hacen que el Estado asuma, en cada caso, un modelo de 
organización que puede ir desde el autoritarismo hasta el liberalismo.2

Por ello, en el Estado de derecho, que tiene como uno de sus pilares la 
garantía de las libertades, se parte del supuesto de que el individuo goza, en 
principio, de una libertad ilimitada que le habilita para realizar todo aquello que 
no le esté expresamente prohibido por una norma jurídica. De esta manera es 
libre y no necesita disposición alguna que le permita su ejercicio. De ahí que sea 
posible concluir que efectivamente hay una cierta esfera en la que el Estado no 
puede entrar y si, de hecho, penetra, existen formas jurídicas para sacarlo de allí.3

También ha dicho la Corte Constitucional en relación con la libertad que, 
como principio y como derecho humano que le reconoce al hombre el poder 
de autodeterminarse, comprende en su núcleo esencial tanto “la posibilidad 
y el ejercicio positivo de todas las acciones dirigidas a desarrollar las aptitu-
des y elecciones individuales que no pugnen con los derechos de los demás 
ni entrañen abuso de los propios”, así como “la proscripción de todo acto de 
coerción física o moral que inter¨era o suprima la autonomía de la persona 
sojuzgándola, sustituyéndola, oprimiéndola o reduciéndola indebidamente”.4

La cláusula general de libertad, que se consagra en los textos constitucio-
nales, es una opción política que representa una visión del hombre y del ámbito 
de interferencia que recíprocamente se le reconoce al Estado; sin embargo, 

1 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-802/02, M. P.: Jaime Córdoba Triviño, 2 de 
octubre de 2002, Bogotá.

2 Ídem
3 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-501/01, salvamento de voto de Jaime Araújo, 

15 de mayo de 2001, Bogotá.
4 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-301/93, M. P.: Eduardo Cifuentes Muñoz, 

2 de agosto de 1993, Bogotá. 
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ésta no es la única alternativa con que han contado las sociedades para a¨ncar 
los cimientos de su organización política y jurídica pues históricamente ha 
concurrido también la posibilidad de concebir al ser humano como incapaz 
de trazar su propio destino.5 

•	 Restricciones a la libertad y orden público
Si se opta por la aplicación de la cláusula general de libertad en la organiza-
ción política, se debe reconocer a la persona humana la facultad de desplegar 
libremente su personalidad sin más limitaciones que las impuestas por los 
demás como seres dignos y, en consecuencia, libres. De allí que la cláusu-
la general de libertad se conciba de tal manera que promueva un punto de 
equilibrio entre el despliegue de las propias potencialidades de cada ser y el 
a¨ncamiento de los espacios necesarios para la realización de los otros como 
titulares de iguales atributos.

Es así como la vida en comunidad conlleva forzosamente el cumplimiento 
de una serie de deberes recíprocos por parte de los asociados. El más impor-
tante de ellos es el de respetar los derechos de los demás, y en consecuencia 
éstos deben ser ejercidos dentro de los parámetros de preservación de valores 
esenciales como son el orden, la convivencia pací¨ca, la salubridad pública, la 
moral social y especialmente la dignidad.6 

Dentro de este marco y con tales ¨nes, la libertad es restringida por el 
mismo Estado. De hecho, se deduce una regla legal que consiste en que al ciu-
dadano lo que no le está expresamente prohibido le está permitido; mientras 
que al funcionario lo que no le está expresamente atribuido, le está prohibido. 
Este esquema fundamental de relaciones entre gobernante y gobernado en un 
Estado de derecho, es consecuencia del principio de que la libertad del hom-
bre es ilimitada, y de que éste era libre antes de entrar en relaciones políticas 
y debe continuar siéndolo dentro de éstas.7

5 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-252/03, M. P.: Jaime Córdoba Triviño, 25 de 
marzo de 2003, Bogotá.

6 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia SU-476/97, M. P.: Vladimiro Naranjo, 25 de 
septiembre de 1997, Bogotá.

7 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-1053/01, salvamento de voto de Jaime Araújo 
Rentería y Rodrigo Escobar Gil, 4 de octubre de 2001, Bogotá.
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Cabe anotar que esas restricciones encuentran fundamento en el concepto 
de orden público, entendiendo por tal las condiciones mínimas de seguridad, 
tranquilidad, salubridad y moralidad que deben establecerse en una comuni-
dad para garantizar el normal desarrollo de la vida en sociedad. Su conserva-
ción implica la adopción, por parte de las autoridades, de medidas que regulen 
el ejercicio de los derechos y libertades de los gobernados. La aplicación de 
éstas debe extenderse hasta donde el mantenimiento del bienestar general lo 
haga necesario, con observancia de las condiciones mínimas de respeto a la 
dignidad humana y a los demás derechos fundamentales a través del llamado 
“poder de policía administrativo”.8

Tales restricciones deben estar plenamente justi¨cadas9 en el cumplimien-
to de ̈ nes necesarios para la protección de derechos o bienes constitucionales 
y, además, ser notoriamente útiles y mani¨estamente indispensables para el 
logro de estos objetivos. Por otro lado, se requiere que el efecto negativo so-
bre la libertad que se restringe, sea su¨cientemente mitigado con el bene¨cio 
que se alcance a raíz de su restricción. Al respecto la Corte Constitucional10 
ha precisado que: 

a.  Los derechos fundamentales pueden sufrir restricciones por parte 
del legislador, siempre y cuando no vulneren su núcleo esencial. 

8 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia SU-476/97, M. P.: Vladimiro Naranjo, 25 de 
septiembre de 1997, Bogotá.

9 Estas restricciones se hacen efectivas a través del poder, la función y la actividad de policía. La Corte 
Constitucional ha distinguido estos conceptos de la siguiente manera: a. Poder de policía: es la potestad 
de limitar o restringir el ejercicio de los derechos y las libertades públicas, que ordinariamente tiene el 
Congreso de la República mediante la expedición de leyes, con el ¨n de preservar y restablecer el orden 
público. b. Función de policía: es la potestad de aplicación o concreción de las normas legales dictadas 
en virtud del poder de policía, que ostentan autoridades administrativas, mediante la expedición de ac-
tos administrativos de contenido particular y concreto, tales como permisos o autorizaciones, órdenes, 
prohibiciones e imposición de medidas correctivas y sanciones. c. Actividad de policía: es la potestad de 
ejecución material de las normas legales dictadas en ejercicio del poder de policía y de los actos admi-
nistrativos expedidos en ejercicio de la función de policía, mediante el uso de la fuerza del Estado, por 
parte de los miembros de la Policía Nacional, por ejemplo, al realizar un allanamiento, vigilar y controlar 
el desarrollo de una manifestación pública o efectuar el cierre físico de un establecimiento abierto al 
público. Ver Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-024/94, M. P.: Alejandro Martínez 
Caballero, 27 de enero de 1994, Bogotá; Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-366/96, M. 
P.: Julio César Ortiz Gutiérrez, 14 de agosto de 1996, Bogotá, entre otras.

10 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-581/01, M. P.: Jaime Araújo Rentería, 6 de 
junio de 2001, Bogotá.
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b.  El legislador puede reglamentar el ejercicio de los derechos por ra-
zones de interés general o para proteger otros derechos o libertades 
de igual o superior entidad, pero esas regulaciones no pueden llegar 
hasta el punto de hacer desaparecer el derecho. 

c.  Los derechos fundamentales deben armonizarse necesariamente 
entre sí y con los demás bienes y valores protegidos por la Carta pues 
de lo contrario, la convivencia social y la vida institucional no serían 
posibles. 

d.  El alcance de un determinado derecho no puede ser ilimitado, sino 
que debe ajustarse al orden público y nunca podrá sobrepasar la línea 
donde comienzan los derechos y las libertades de los demás.

1.2.2 Enfoque político
El Diccionario de la lengua española de la Real Academia de¨ne la libertad11 
como la facultad natural que tiene el hombre de obrar de una manera o de 
otra, y de no obrar, por lo que es responsable de sus actos.12 Es decir que de 
acuerdo con esta acepción gramatical el actuar, o la omisión al actuar, es una 
decisión que asume cada persona de forma autónoma, esto es, consciente y 
sin presión alguna. Aquí el Estado tiene un papel activo para garantizar que 
los individuos ejerzan su libertad pues su neutralidad puede causar su res-
tricción, en tanto que su consagración constitucional por sí sola no basta para 
salvaguardarla a menos que existan verdaderos instrumentos, de la más alta 
jerarquía y con real efectividad, que la hagan posible. 

Resulta difícil elaborar una de¨nición universal sobre libertad, no obs-
tante, se pueden tomar algunos elementos comunes y decir que es un atributo 
inherente a la persona humana para hacer y pensar en un determinado sentido 
o abstenerse de ello, conforme a su fuero interno, respetando los derechos de 
los demás y el ordenamiento jurídico. En este contexto, ella se entiende como 

11 Sobre la idea de libertad se edi¨ca la doctrina del liberalismo cuya de¨nición está ligada al contexto 
en el cual se vaya a emplear el término. Existe alguna confusión en relación con lo que debe entenderse 
por liberalismo ya que en algunos casos se identi¨ca la doctrina liberal con el Partido Liberal y se opone 
de manera directa a los postulados doctrinarios del Partido Conservador; de la misma forma, también 
se tiene como referente de esta categoría a la democracia y se le opone el totalitarismo. Ver Mauricio 
Plazas Vega. Derecho de la Hacienda Pública y Derecho Tributario, Bogotá, Temis, 2000, p. 13.

12 Ver Diccionario de la lengua española de la Real Academia [en línea], [Consultado el 23 de mayo 
de 2007]. Disponible en <http://buscon.rae.es/draeI/SrvltGUIBusUsual>
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algo que por esencia tiene límites. Si no fuera así, se estaría frente a otro tipo 
de categorías totalmente diferentes como son el libertinaje y el egoísmo, que 
tienen una connotación semántica negativa.  

Teniendo en cuenta que la libertad puede manifestarse en múltiples y 
diferentes ámbitos del actuar y de la conciencia humanos como son la loco-
moción, el pensamiento, la escogencia de profesión u o¨cio, el establecimiento 
de empresa, etc., se han identi¨cado las características particulares para que 
con base en ellas se establezcan esos límites y controles. Estos generalmente 
son impuestos por el aparato estatal a través de dispositivos formales como el 
derecho mismo y sus instituciones, lo cual no impide que existan instancias 
informales en el seno de la sociedad, la religión, la ética, etc. 

Estos han sido desarrollados en las constituciones políticas en las que se 
presentan las bases para que los gobernantes de turno las efectivicen dando 
vida al pacto del que emana la sociedad política, espacio en el que se ordenan 
y aconductan las relaciones de los individuos, bajo el entendido de que los 
hombres en su estado natural son bondadosos, buenos y respetan sus derechos, 
pero que al nacer la propiedad privada reina el egoísmo y la necesidad de unos 
parámetros que de¨nan su actuar correcto.13

En ese sentido, el liberalismo político14 nace como reacción a las doctrinas 
absolutistas monárquicas, cuyo pensamiento central se basaba en la libertad 
total del monarca y en la gradación de la libertad de los ciudadanos en pro-
porción con la tenencia de la tierra, de tal manera que quienes en la escala de 
propiedad no poseían nada quedaban despojados de ella y eran reducidos a 

13 Alejandro Ramírez Cardona. El Estado de Justicia: Más allá del Estado de Derecho, 3.a ed., Bo-
gotá, Editorial El Búho, 2006, p. 232.

14 El liberalismo político también es llamado liberalismo ¨losó¨co o liberalismo ideológico. 
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simples medios de producción.15 El liberalismo fue el fundamento del Estado 
de derecho caracterizado por:16

a. Garantía plena por parte del Estado frente al ejercicio de los derechos 
fundamentales y las libertades públicas hacia los asociados. 
Hasta aquí se han estudiado los conceptos libertades públicas y derechos 
fundamentales como una misma categoría, a pesar de que dentro de la teoría 
constitucional se hace una diferenciación sustancial entre ellos. Según Jean 
Rivero,17 para la concepción liberal, los derechos fundamentales son inheren-
tes al hombre por su condición humana, mientras que las libertades públicas 
se explican a partir de su consagración en una norma jurídica, acorde con un 
proceso de positivización del derecho, de lo cual se concluye que la primera 
tiene un origen iusnaturalista y que la segunda, uno iuspositivista.18 

Cada uno de los derechos fundamentales y cada una de las libertades pú-
blicas del individuo son importantes, pero no todos tienen la misma jerarquía 
ni implican el mismo rol del Estado para garantizar su ejercicio. Algunas veces 
es necesario que éste permanezca neutro o se abstenga de actuar, en otros casos 
se requiere su actividad constante y permanente a través de diferentes medios. 

No así, en el Estado liberal, que aparece con la Revolución Francesa, se 
protegen por igual los derechos y las libertades de los propietarios y de los 
no propietarios puesto que el premio de quienes llevaron a cabo y ganaron la 
revolución no fue repartido entre todos. Sólo hasta siglos después la idea de 

15 La Revolución Francesa marca el ¨n de ese antiguo régimen y el nacimiento de uno nuevo in-
©uenciado positivamente por el Estado de derecho y negativamente por el excesivo individualismo y 
apoyo desmedido por el progreso de la sociedad burguesa capitalista, que se siente empoderada por la 
declaración de 1789, que en su art. 17 consagra la propiedad como derecho “inviolable y sagrado”, en 
detrimento de los no propietarios. Agravado lo anterior por el hecho de haberse concebido la soberanía 
en un sentido nacional y no popular, que condujo a que tributariamente se distinguieran ciudadanos 
activos y pasivos, dependiendo de la tenencia de bienes y consigo la defensa a ultranza del derecho de 
los propietarios contribuyentes a formar parte del cuerpo electoral (sufragio censitario). Ver Elías Díaz. 
Estado de derecho y sociedad democrática, Bogotá, Aguilar, 1996, p. 42.  

16 Mauricio Plazas Vega, ob. cit., p. 20.
17 Jean Rivero. Páginas de Derecho Administrativo: Libro homenaje, Bogotá, Temis, 2002, p. 35.
18 Con la Revolución Francesa se da tránsito del iusnaturalismo racionalista de los siglos XVII y 

XVIII al positivismo liberal del siglo XIX y con ello aparecen grandes cambios en la concepción de 
la ciencia jurídica. La dignidad y la racionalidad del derecho natural pasan a ser atributos del derecho 
positivo. Ver Elías Díaz, ob. cit., p. 41. 

Alexánder Cruz Martínez

7

Intervencion de Estado_artes finales_b.indd   7 09/12/2011   07:59:39 a.m.



igualdad en el disfrute de los derechos erradica, en teoría, las distinciones de 
raza, sexo, origen o condición, y democratiza su ejercicio. 

Ahora bien, aparece una relación dialéctica entre el ejercicio de tales li-
bertades por parte de las personas y el ejercicio del poder público por quienes 
han de gobernar, que se concreta en los conceptos “libertades límite y liber-
tades oposición”.19 Las primeras se vinculan de manera amplia con la teoría 
del pacto social en cuanto las libertades civiles constituyen un límite para el 
ejercicio del actuar del gobernante (v. gr. derecho de propiedad, libertad de 
comercio, industria, de pensamiento). A su vez, las libertades oposición se 
entienden como la defensa contra la arbitrariedad del gobernante que resulta 
del ejercicio de libertades que se orientan hacia el hecho de que las ideas de 
las personas se difundan ampliamente (v. gr. prensa, reunión, asociación).20 

b. Separación de poderes. 
Aunque este principio tiene sus raíces en Grecia, con base en las ideas de Aris-
tóteles, es Montesquieu21 quien replantea y organiza las tres funciones básicas 
del Estado (creación, ejecución y aplicación de la ley). Tal estructuración se 
justi¨ca para proteger al ciudadano de los abusos del poder del Estado, por 
medio del sistema de controles entre las mismas,22 equilibrio y distribución. 
En sus inicios dicha teoría constituyó el hito más notable del rompimiento 
con el absolutismo en el cual el soberano concentraba en su única persona la 
mayor parte de las atribuciones estatales, y las que no estaban en su cabeza 
eran dominadas, in©uenciadas y manejadas a su antojo. 

c. Imperio de la ley, reserva de ley y principio de legalidad. 
El imperio de la ley se erige como el postulado más importante del Estado 
de derecho y consiste en que la conducta del ciudadano es limitada por el po-
der público por medio de leyes que ordenan hacer o no hacer determinados 
comportamientos para garantizar la convivencia y la justicia social. Las nor-

19 Maurice Duverger. Introducción a la política, 11 ed., Barcelona, Ariel, 1997, p. 54.
20 Jaime Vidal Perdomo. Derecho Constitucional general e instituciones políticas colombianas, 9.a ed., 

Bogotá, Legis, 2005, p. 46.
21 Carlos De Secondat (barón de Montesquieu). Del espíritu de las leyes, 4.a ed., Madrid, Tecnos, 

1998, p. 350.
22 Karl Loewenstein. Teoría de la Constitución (trad.: Alfredo Gallego Anabitrarte, Bar-

celona, Ariel, 1970, p. 120).
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mas jurídicas, en conjunto, constituyen el derecho como sistema, en el cual se 
establece formalmente una jerarquía normativa en cuya cúspide se encuentra 
la Constitución Política a la que se deben sujetar las demás.

La reserva de ley hace alusión al factor competencia en la expedición 
de las diferentes normas jurídicas. Así, la Constitución es la ley superior que 
emana del constituyente, a su vez que la ley también procede de la voluntad 
del pueblo representada en el parlamento que tiene tal facultad de manera 
exclusiva, lo cual no obsta para que pueda delegarla. 

En materia administrativa, el principio de legalidad es la consecuencia 
del imperio de la ley aplicado a ese sector especí¨co. Tal postulado de¨ne el 
ámbito de acción de la administración pública puesto que sus agentes sólo 
pueden hacer aquello que establezcan las normas23 y su incumplimiento está 
sometido a controles y genera responsabilidad. Esta sujeción especial al de-
recho tiene como pilar fundamental un sistema de justicia administrativa que 
opera a favor del ciudadano y en contra de la posible arbitrariedad de quienes 
ejercen funciones públicas. 

Complemento del enfoque político es el económico, en el que la liber-
tad se relaciona con el derecho de propiedad y con el ejercicio de las demás 
libertades que le producen al ser humano un bienestar material o económico. 
Este tema ha resultado ser muy polémico a lo largo de la historia ya que la 
consideración de la propiedad como un derecho absoluto ha llevado a inequi-
dades y al aumento de problemas de tipo social.24

23 Al respecto puede indagarse a Rune Slagstad. “El constitucionalismo liberal y sus críticos: Carl 
Schmitt y Max Weber”, en Rune Slagstad y Jon Elster. Constitucionalismo y Democracia, México, 
Fondo de Cultura Económica, 2001, pp. 131-136, quien explica este principio desde la crítica de Carl 
Schmitt y Max Weber al sistema jurídico. Además puede consultarse a Francis Sejersted. “La de-
mocracia y el imperio de la legalidad: algunas experiencias históricas de contradicciones en la lucha por 
el buen gobierno”, en Rune Slagstad y Jon Elster,  ob. cit., pp. 156-173, quien presenta su punto de 
vista respecto del imperio de la legalidad frente al ejercicio de la libertad en sentido positivo y negativo.

24 El liberalismo económico, en términos conceptuales, no puede reducirse a las doctrinas del libre-
cambismo europeo de los siglos XVIII y XIX. Plazas Vega explica que por liberalismo económico se 
entiende la concepción clásica smithiana y por esa razón, allí solo encuadran las doctrinas laisseferistas 
que de¨enden el Estado mínimo y la función inalterable del mercado. A estas primeras formas se les 
llamó liberalismo optimista o liberismo y se fundó en la máxima, laissez faire laissez passer (dejar hacer 
dejar pasar), postulado que plantea que lo principal en un Estado liberal es la libertad de industria y de 
comercio. Dejar hacer signi¨ca libertad de producción y dejar pasar signi¨ca libertad de comercio de 
bienes y servicios. En el siglo XVIII se generó una corriente del liberalismo que pretendía reducir al 
máximo las restricciones arancelarias entre países; como posición contraria, Adam Smith (1723-1790) 
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En los inicios del constitucionalismo moderno y concomitante con las 
ideas del librecambismo de los siglos XVIII y XIX y las re©exiones en torno a 
la garantía de la propiedad y de las actividades económicas de los particulares, 
a través del abstencionismo de Estado o su intervención mínima, aparecieron 
algunas doctrinas como el mercantilismo, el laisseferismo y la ¨siocracia.25 
Corrientes que reforzaron la idea de que el mercado se rige por unas leyes 
propias en las que el Estado no debe ejercer ninguna intromisión ni siquiera 
con el propósito de mejorar las condiciones de vida de los ciudadanos, pues 
el sistema de manera autónoma debe resolver estos problemas. 

El mercantilismo, que fue una de las doctrinas más importantes, apareció 
como una etapa anterior al laisseferismo, y permitió estructurar un Estado 
intervencionista, cuya ¨nalidad no fue la igualdad sino la riqueza egoísta del 
monarca que llevó al control económico por parte de éste.26 Posteriormente 
surge la escuela de la ¨siocracia que rea¨rmó que la única fuente de poder y 
riqueza se encontraba en la tierra, lo cual condujo a pensar que sólo la explo-
tación de la misma podía generar un producto económico, por esta razón la 
clave de la producción estaba vinculada al sector agrario. 

En el siglo XIX madura el sistema capitalista con el desarrollo del ma-
quinismo, la Revolución Industrial y el crecimiento de la población en las 
ciudades. La burguesía se consolidó como clase dominante gracias a su poder 
económico y la explotación de las industrias urbanas, que era la nueva forma de 
producción, lo cual llevó al declive absoluto de las formas artesanal y gremial. 

Ese modelo de funcionamiento del mercado trajo consecuencias devasta-
doras en el nivel de vida de los trabajadores, por lo cual se generaron corrientes 
de pensamiento de corte social que propugnaban un cambio del papel del 

y David Ricardo propusieron la doctrina del proteccionismo comercial frente a otros Estados. De lo 
anterior es posible a¨rmar que el enfoque económico del liberalismo tiene dos ámbitos, uno que tiene 
que ver con la libertad a nivel de individuos, y el otro que se relaciona con el comercio en el ámbito de 
las naciones. Ver Mauricio Plazas Vega,  ob. cit., p. 35.

25 Sobre este tema es importante consultar la obra de Harry Landreth. Historia del pensamiento 
Económico, 4.a ed. (trad.: Esther Rabasco, Barcelona, McGraw Hill, 2006, p. 216). 

26 Entre las características más importantes de esta etapa se encuentran, de acuerdo con Landreth, 
“…la de¨nición de la riqueza de los países en función de la producción de bienes necesarios para la sub-
sistencia; el papel protagónico de un Estado interventor y regulacionista; el interés por el tema de las 
¨nanzas públicas, en armonía con la concepción intervencionista; y la preocupación por el superávit de 
la balanza comercial, originada en un exceso de las exportaciones sobre las importaciones”. Ver Harry 
Landreth, ob. cit., p. 216. 
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aparato estatal, para que fuera realmente activo controlando y regulando la 
libertad individual en favor de la igualdad. 

A comienzos del siglo XX se dieron revoluciones sociales y socialistas 
importantes como la mexicana de 1917 que posibilitó la expedición de la 
Constitución de Querétaro, además la Revolución rusa de 1917 y la poste-
rior promulgación de la Constitución de Weimar de 1919. Posteriormente 
se desarrollaron modelos económicos con fuerte acento intervencionista que 
ampliaron la esfera de actuación del Estado, por lo cual se tuvo que acudir 
al crecimiento de las instituciones públicas y de las estructuras burocráticas. 

Lo anterior exigió una ¨nanciación considerable, generalmente a través 
de impuestos, en detrimento de sus propios ¨nes, esto es, los de mejorar las 
condiciones sociales de la población, lo que suscitó discusiones muy intere-
santes en torno del regreso a las teorías clásicas liberales bajo el nombre de 
neoliberalismo.27 

27 El neoliberalismo se da desde los dos enfoques económicos del liberalismo: desde lo interno que 
consiste en el retiro efectivo en la prestación de los servicios públicos por parte de la administración 
(reducción del Estado) con fenómenos como la privatización, y en el ámbito de la apertura económica 
de los Estados como política de globalización del mercado. Ver Eduardo Sarmiento Palacio. Cómo 
construir una organización económica: La estabilidad estructural del modelo neoliberal. Elementos para un Estado 
estratégico, Bogotá, Oveja Negra, 2000, p. 37. Sobre la conveniencia o no de volver al liberalismo clásico, 
economistas, juristas, sociólogos y ¨lósofos contemporáneos han fundado escuelas de pensamiento. En 
primera instancia se encuentra la escuela económica de Chicago que nace hacia 1950, cuyos exponentes 
más notables son George Stigler y Milton Friedman. Ver Milton Friedman. Libertad de elegir: 
Hacia un nuevo liberalismo económico, serie Obras maestras del pensamiento contemporáneo, núm. 30. 
Barcelona, Planeta, 1993, p. 341. Ésta apoya la idea de los clásicos con relación a que la economía debe 
regularse por sí sola, pero se caracteriza por su enfoque monetarista que consiste en analizar la incidencia 
que la oferta del dinero tiene sobre las demás variables macroeconómicas, especialmente en la in©ación. 
Ver Eamonn Butler. Milton Friedman: Su pensamiento económico, México, Limusa, 1989, p. 245. Otra 
es la escuela de la elección pública “public choice”, cuyo representante es James Mc Gill Buchanan 
quien aplica a la política la metodología propia de la economía en aspectos como las elecciones, la e¨-
ciencia en la asignación de recursos, el funcionamiento de la burocracia, y en general la dinámica del 
sector público. Posteriormente se estructuró la escuela del capital humano cuyos principales expositores 
son Theodore William Schults y Garay S. Becker, quienes llevan los principios económicos a los 
campos sociológicos y criminalísticos, entre otros, concluyendo que son tres los postulados del neolibe-
ralismo: la libertad, el individualismo y la responsabilidad económica. Ver James Mc Gill Buchanan. 
Ética y progreso económico (trad.: José A. García-Durán de Lara, Barcelona, Ariel, 1996, p. 118) y 
Gary S. Becker. Teoría económica, México, Fondo de Cultura Económica, 1982, p. 169. También apa-
rece la escuela jurídica de los derechos de propiedad, en cabeza de Ronald Coase quien habla del coste 
social, los contratos, la muerte de las empresas y el comunismo como elementos in©uyentes para un 
modelo de economía liberal. Igualmente es importante hacer mención adicional a la escuela de Austria 
con representantes como Ludwig Von Mises, Wilhelm Roepke y Friedrich A. Von Hayek, críticos 

Intervencion de Estado_artes finales_b.indd   11 09/12/2011   07:59:39 a.m.



Intervención del Estado colombiano en el sector solidario

12

Estos elementos políticos y económicos son las bases del Estado libe-
ral de derecho que tiene dos componentes clásicos, por una parte el Estado 
liberal histórico que es mayoritariamente omisivo o abstencionista frente al 
comportamiento de los particulares en el mercado, para que éstos puedan 
ejercer sus libertades económicas de manera plena. Por otro lado el Estado de 
derecho en el que la ley, como expresión de voluntad general, debe cumplirse 
y respetarse, además de la separación de los poderes públicos y la garantía de 
respeto a los derechos fundamentales y las libertades públicas. 

El Estado liberal de derecho es entonces un Estado simplemente formal, 
porque la efectividad de las garantías y los derechos se da gracias a su consa-
gración positiva y no como consecuencia de la adopción y cumplimento de 
mecanismos e¨cientes. El papel del Estado es mínimo y por ende da mayor 
libertad a sus asociados, situación que en extremo puede ser malsana en la 
medida en que el desarrollo de las libertades económicas sin una presencia 
activa del ente estatal lleva ¨nalmente a que en el escenario socioeconómico 
sólo sean libres unos pocos. 

El punto de partida de este modelo de Estado, que marca el papel suyo 
en la economía, es el hombre como ser individual y egoísta, pero racional, 
autónomo y con capacidad para escoger lo que mejor le parezca en términos 
económicos (homo economicus). Generalmente, tales discernimientos humanos 
apuntan al desarrollo de su actividad económica y de las libertades conexas 
(contratación, competencia, empresa profesional, propiedad privada, de es-
tablecimiento y de asociación) para generar mayores utilidades y ganancias 
para sí. 

Tales planteamientos han sido refutados históricamente a raíz de las 
grandes crisis sociales en las que se han visto enormemente afectados los 
derechos de los consumidores y de los grupos sociales más vulnerables como 
producto de las disfuncionalidades de los sistemas macroeconómicos de los 
Estados, por lo que se ha llegado a la conclusión de que este modelo debe ser 
matizado y no aplicarse de manera pura. 

del Estado interventor y partidarios del individualismo y de la libertad. El teorema de coste social es 
explicado por Gaspar Ariño Ortiz. Principios de Derecho público económico: Modelo de Estado, gestión 
pública, regulación económica, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2003, p. 75, y Friedrich 
August Von Hayek. La teoría pura del capital, Madrid, Aguilar, 1946, p. 39.
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1.3 El Estado como garante de la igualdad y su intervención 
necesaria en la esfera privada

1.3.1 Enfoque constitucional 

•	 Presentación de la cláusula general de igualdad
La Corte Constitucional ha dicho que la igualdad tiene tres dimensiones: la 
primera de ellas se da ante el ordenamiento jurídico, en virtud de la cual la 
ley debe ser aplicada de la misma forma a todos los ciudadanos. Este derecho 
se desconoce cuando ésta se ejecuta de forma diferente frente a una o a varias 
personas con relación al resto. Esta dimensión garantiza que la ley se aplique 
por igual, pero no que ésta, en sí misma, trate igual a todas las personas.

La segunda es la igualdad de trato que garantiza a todas las personas que 
la ley que se va a aplicar no regule de forma diferente la situación de personas 
que deberían ser tratadas igual; o lo contrario, que regule de forma igual la 
situación de quienes deberían ser tratados diferente. La ley desconoce esta 
dimensión cuando existen diferencias de trato y éstas no son razonables. 

La tercera es la igualdad de protección que permite a los ciudadanos, 
según el artículo 13 de la Carta, gozar de los mismos derechos, libertades 
y oportunidades. La Corte Constitucional ha indicado que esta dimensión 
es sustantiva y positiva. Es sustantiva porque parte de la situación en que se 
encuentran los grupos que se han de comparar, para determinar si el tipo 
de protección que reciben y el grado en que se les otorga se considera des-
igual, cuando debería ser igual. Es positiva porque en caso de presentarse 
una desigualdad injusti¨cada en razones objetivas relativas al goce efectivo 
de derechos, procede que el Estado adopte acciones para garantizar la igual 
protección.28 

Así las cosas, el Estado está en la obligación de remover todos y cada uno 
de los obstáculos que en el ámbito económico y social constituyan efectivas 
desigualdades de hecho. La Corte Constitucional ha señalado que la igualdad 
sustancial revela, entonces, un carácter remedial, compensador, emancipato-
rio, corrector y defensivo de personas y de grupos ubicados en condiciones 
de inferioridad, mediante acciones positivas del Estado. No obstante, éstas 

28 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-507/04, M. P.: Manuel José Cepeda E., 25 
de mayo de 2004, Bogotá.
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pueden generar una desigualdad, pero se toman como medio para conseguir 
una sociedad menos inequitativa y para asegurar materialmente el goce efec-
tivo de los derechos.29

Pero no sólo la igualdad se predica en las relaciones ciudadano-Estado, 
sino también en las privadas, en las cuales la exigibilidad del respeto a este 
principio tiene sus límites en la autonomía, el pluralismo y la diversidad 
cultural. Es así como el Estado no podría imponer el respeto del derecho a 
la igualdad a una asociación de personas que decide explícitamente excluir 
como potenciales socios a personas de otro origen (sociedad de nacionales) o 
con determinadas características (convicciones políticas, morales o religiosas). 
Por ejemplo, colegios solo para mujeres, organizaciones solo para miembros 
de una confesión religiosa, conjuntos residenciales solo para personas de la 
tercera edad.30 

Por otro lado, la igualdad como concepto, como principio, o como dere-
cho, reconocido en el ordenamiento jurídico, es una noción que no responde a 
un sentido único sino que admite múltiples acepciones aplicables de acuerdo 
con las particularidades de cada caso.31 Por ejemplo como derecho corresponde 
a una categoría relacional que involucra, comúnmente, cargas, bienes o de-
rechos constitucionales o legales, y cuya efectiva garantía no se traduce en la 
constatación de una paridad mecánica y matemática, sino en el otorgamiento 
de un trato igual que sea compatible con las diversas condiciones del sujeto.

En otras palabras, el principio de igualdad permite el trato desigual a 
los desiguales, y esto incluye una prohibición de tratar igual a los desiguales, 
lo cual puede ser desdoblado en cuatro mandatos, tal como se resume en la 
tabla número 1.32 

29 Ídem.
30 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-1042/01, M. P.: Manuel José Cepeda, 28 de 

septiembre de 2001, Bogotá.
31 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-090/01, M. P.: Carlos Gaviria Díaz, 31 de 

enero de 2001, Bogotá.
32 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-826/05, M. P.: Humberto Antonio Sierra, 

10 de agosto de 2005, Bogotá.
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